Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 24 minutos) 


La Comisión agradece la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, de la Directora del PIAl, doctora Rey, y de 
sus respectivos asesores. Precisamente el objetivo de esta reunión está enmarcado en el tema del propio Programa. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, esta comparecencia viene a ser una especie de segunda parte -aunque desfasada en el tiempo- 
de lo que habíamos estado hablando en una anterior reunión. En aquel entonces habíamos realizado una serie de consideraciones 
sobre el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares (PIAl), como así también algunas reflexiones sobre el tema general 
de los asentamientos irregulares. 


A los efectos de retomar el hilo de lo que en aquel entonces habíamos comentado, cabe recordar que hicimos mención al 
fenómeno social en que se daba este tipo de asentamientos, y a la situación de un mercado en el que no se encontraba la 
demanda con la oferta en virtud de que la tierra, que es el elemento básico, tenía un precio que no era accesible para una cantidad 
importante de ciudadanos. También manifestamos que todo eso generaba el fenómeno de la ocupación de tierra ajena. La tierra 
adquirida y ocupada de manera formal tenía un costo elevado, producto fundamentalmente del hecho de haberse detenido la 
política de fraccionamiento durante mucho tiempo, todo lo cual tuvo como consecuencia un aumento en el precio. Además, no 
podemos olvidar que van a estas tierras los sectores que no tienen acceso al crédito, por lo que además de ser caras, tampoco se 
venden en cuotas. Esto es así, insisto, porque quienes aspiran a ellas no tienen acceso a garantías o sistemas de crédito. 


Afin de encarar el tema general, pensamos que son varias las componentes que deben considerarse. Es así que, por un lado, está 
la política de la prevención futura por medio de mecanismos que contemplen estas disfunciones del mercado, y por otro tenemos 
aquellas políticas que se ocupan de regularizar las situaciones ya creadas y, por último, políticas de integración de las situaciones 
creadas con los entornos, o de estos nuevos lotes con servicios con sus entornos, para que la armonía siga siendo un elemento de 
la vida ciudadana. 


Esos conceptos son los que estuvieron presentes en 1996 o en 1997 cuando planteamos el Programa de Actualización Urbana. De 
todo ese conjunto de conceptos, solamente una parte -la del Programa de Integración de Asentamientos Irregulares- logró el apoyo 
y financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo. Este organismo manifestó su posición con respecto al tema de los lotes 
con servicio en virtud de algunas experiencias que entendía no habían sido favorables. Asimismo, el Programa de Actualización 
Urbana también quedó para ser atendido de otra forma. 


A través de la Ley de Presupuesto, conscientes de que esos dos elementos eran importantes, el tema de lotes con servicio ingresó 
al área del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; el Programa de Regularización de Asentamientos se 
derivó a la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del PIAI, junto con los organismos coejecutores que son las 
diecinueve Intendencias, y los Ministerios de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y el propio de Transporte y Obras 
Públicas. 


El tema de la actualización urbana terminó en una diáspora de competencias en una cantidad de lugares. Dentro de ese Programa 
de Actualización Urbana, por ejemplo, había componentes vinculados a la adecuación de los locales escolares, al crecimiento 
poblacional, a los servicios de salud preventivos y a infraestructura como podrían ser las paradas de ómnibus, las sendas 
peatonales de acceso entre un asentamiento o una vía de tránsito, etcétera. Esto sería lo que llamábamos pequeñas 
infraestructuras, de las que quedaron algunas en nuestra órbita de actuación. 


De esa forma se fue cubriendo, con distintos organismos, lo que era la concepción general que en ese momento llevamos adelante 
personalmente, pero que luego acompañaron todos porque reconocieron la importancia de la situación. En resumen, creo que por 
allí estaría el problema general. 


Con relación al Programa de Integración de Asentamientos Irregulares, queremos señalar que nos acompaña hoy su Directora. 
Este Programa tuvo su inicio durante el año 2000, con una nueva gestión de Gobierno y, por ende, nuevas autoridades, tanto en la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto como en los Gobiernos municipales, que cambiaron su intregración en el mes de julio. El 
año pasado esto llevó a un nivel de ejecución por debajo de lo que se hubiera esperado, y este es un elemento que se ha ido 
revirtiendo rápidamente. Digo esto, porque en el caso de este Ejercicio se van a ejecutar alrededor de U$S 9:880.000, el cual 
parecería un porcentaje bastante razonable, sobre un tope de U$S 11:000.000 previsto. Las obras que están planteadas para los 
años próximos -las que existen hoy y si los cronogramas se pueden cumplir dentro de lo que está previsto- representan 
aproximadamente U$S 22:000.000 sobre un tope asignado de U$S 18:000.000. Esto quiere decir que el Programa se ha 
sobrevendido y creo que esta es una política correcta porque, en definitiva, siempre aparece algún retraso en un procedimiento 
licitatorio que no se puede cumplir en tiempo; si uno observa los montos, suponiendo que todo se cumple en tiempo, 
indefectiblemente lleva a una subejecución de los programas. 


Con relación al Programa de Integración de Asentamientos Irregulares, pienso que se está cumpliendo con las metas, 
fundamentalmente, en los grandes números si tenemos en cuenta la cantidad de hogares que se van a atender con los proyectos 
que hoy en día están en trámite, en ejecución, en procesos de licitación o preparatorios. En la actualidad se están atendiendo 5.687 
hogares, que representan a una población de más de 20.000 personas, y al mismo tiempo es algo así como el 56% de la meta que 
tiene la totalidad del Programa; hay que destacar que éste tiene todavía varios años por delante. Entonces, si bien hubo un inicio 
con ciertas dificultades, afortunadamente este tema ha ido mejorando. 


Por otro lado, existen otros asuntos vinculados a la distribución geográfica de las obras -llamémosle así, genéricamente, a las que 
están en etapa de carta consulta hasta las que se encuentran en ejecución- que es un tema que no está de acuerdo con lo que hoy 
es el contrato de préstamo, que establece un 70% en el área metropolitana, donde están los mayores problemas en materia de 


asentamiento en cuanto a número y condiciones y donde las Intendencias del interior, como coejecutoras, han actuado con una 
celeridad mayor que la que ha tenido el área metropolitana. 


Cuando se realizó la muestra representativa con los primeros trece asentamientos, se constató un 71% de ellos en el área 
metropolitana y un 28,8% en el interior del país. A nivel de las cartas consulta que se han recibido, tenemos un 37% en el área 
metropolitana y 62,8% en el interior del país. Si ahora sumamos la muestra representativa y la totalidad de las cartas consulta -es 
decir las que fueron tomadas en cuenta en el momento de formularse el préstamo más las presentadas después de haberse 
formulado- nos da un total de un 46,8% en el interior y de 53,2% en el área metropolitana. Si fuéramos al detalle -seguramente lo 
podrán expresar más claramente los integrantes del PIAl- podríamos constatar que existe mayor facilidad de trabajo en las 
Intendencias del interior, ya sea por su escala más humana como por el grado de problemática, que es menos aguda. Por estas 
razones han demostrado una respuesta más favorable. 


El Comité Ejecutivo del Programa, que integramos con el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
con el contador Davrieux, se ha planteado la opción de preservar el recurso para cumplir con el 70% en el área metropolitana -si lo 
hubiéramos realizado así el año pasado hubiéramos ejecutado todo el programa, lo que no se hizo- o ejecutar lo que llegue en la 
medida en que se cumpla con los requisitos. De esa forma, tal como dice el BID, haríamos una lista de espera con los proyectos 
incorporándolos de a poco, tanto los del interior como los del área metropolitana. Esto es lo que hemos venido haciendo, porque 
nos parece que si no hay una respuesta en el área metropolitana no podemos dejar de cubrir otras que tienen necesidades. 


Quiero destacar que en el caso de la muestra teníamos cuatro proyectos en Montevideo, de los cuales uno tenía iniciativa del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y los otros tres del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En 
el interior del país, teníamos iniciativas de las Intendencias Municipales y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. En la actualidad está en ejecución la iniciativa del Ministerio de Transporte y Obras Públicas correspondiente al 
asentamiento "Nuevo Amanecer". Los proyectos presentados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente no están en ejecución porque todavía hay instancias que no han culminado. Cabe destacar que en la muestra no había 
proyectos presentados por parte de la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Con referencia a las cartas consulta -que es el universo más amplio- sobre un total de 29 presentadas en Montevideo, aparecen 
tres nuevos asentamientos que tienen como unidad coejecutora responsable al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y un barrio denominado "Las Malvinas" cuya unidad coejecutora es la Intendencia Municipal de Montevideo. Por 
parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, tenemos seis barrios que son "25 de Agosto", "Las 
Retamas", "Tres Palmas", "Nuevo Colón", "Esperanza" y "Santa María". Con iniciativa de la Intendencia Municipal de Montevideo 
tenemos "Las Malvinas" y "Las Higueritas". En el caso de la Intendencia Municipal de Canelones, hay planteados otros 
asentamientos como "Santa María", "Santa Teresita", "Villa Holandesa" y "6 de setiembre". Cabe destacar que los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Transporte y Obras Públicas no tienen ningún barrio ni asentamiento con 
su iniciativa. Por su parte, San José no tiene ninguna. 


En el caso de Canelones, vemos una clara pauta de cómo la Intendencia toma, en el área metropolitana, la iniciativa de la totalidad 
de los barrios que se atienden con el programa del PIAI. En Montevideo, la mayoría de las iniciativas a nivel de la muestra proviene 
de los Ministerios mencionados. Lo mismo sucede en los casos de las cartas consulta. 


A partir de esta situación surgen los problemas por la distribución del programa en el territorio. El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ha concentrado sus esfuerzos en las iniciativas que tienen que ver con el programa del 
PIAI en todo el país y especialmente en el departamento de Montevideo que es donde se identifica que los coejecutores 
municipales tienen mayores dificultades para atender la regularización de los asentamientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si dentro de las iniciativas correspondientes al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente se encuentran las de "El Monarca", "Nuevo Capra", "15 de enero" y "La Rinconada". Por la información 
que tengo, serían carpetas que están en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero cuyos terrenos 
todavía no están regularizados porque se encuentran en áreas rurales y se necesita la declaración de centro poblado. 


SEÑORA REY.- En el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares no figura ninguno de los asentamientos a que se 
acaba de hacer referencia. Por mi parte, no sé si se encuentran en trámite en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO.- Conozco estos asentamientos. "El Monarca" se encuentra sobre la Ruta 8 y el Arroyo Toledo y debe tener 
unas 450 familias. Debo destacar que se ha hecho de una forma bastante ordenada, salvo la última línea de viviendas que se 
encuentra sobre el bajo del arroyo mencionado, donde existen algunos problemas de inundaciones. Se trata de un terreno que 
formaba parte de la cartera del Banco de la República, y se encuentra en proceso de trámite para que la propiedad pase al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Asimismo, se va a dar otra instancia, que es la de la revisión del 
plan de ordenamiento territorial, debido a que ese terreno se encuentra en una zona rural protegida, lo cual determina que no sea 
urbanizado. De todas maneras, el barrio ya está allí y en él viven más de 400 familias. 


Quiero recordar que en la última reunión que mantuvimos reflexioné acerca de que la realidad hay que verla o, de lo contrario, 
hacer como el avestruz, que esconde su cabeza debajo del ala. Si hay 450 familias que han hecho sus casas en un barrio que está 
razonablemente trazado, porque los solares tienen un tamaño adecuado, porque han participado en su construcción distintos 
actores a nivel municipal y nacional, porque se han ido habilitando distintos servicios, como por ejemplo el de agua potable o luz 
eléctrica, entonces es preciso reconocer esa realidad y, en ese caso, debo darme cuenta de que ese barrio debe construirse en una 
excepción al área rural protegida. No hay que olvidar que toda esa área se encuentra en la categoría mencionada desde Punta de 
Rieles hasta el límite con el departamento de Canelones, con la sola excepción de la zona de Villa García. Desde hace seis años 
puede decirse que esa ciudad está a lo largo de la Ruta 8. 


Por lo tanto, parecería que un plan de ordenamiento territorial tiene que reconocer la realidad para que no nos suceda, por ejemplo, 
lo mismo que ocurrió con el barrio "Nuevo Amanecer", en el que el plan de ordenamiento territorial determinó un límite y, 
precisamente, como la foto aérea que se estudió fue tomada diez o doce años antes de la formación del barrio, se consideró que 
era un terreno rural. Sin embargo, hacía diez años que allí se había armado un barrio y que estaba funcionando. Asimismo, cabe 


destacar que para poder llevarlo adelante fue preciso conseguir una excepción, que finalmente la Intendencia concedió, no sin 
bastante trámite, ya que, según recuerdo, pasamos dos años para lograrla. 


El barrio "Capra" consta, a su vez, de tres barrios que son: el "Capra", el "Nuevo Capra" y el "Nuevo Rumbos". En este caso 
estamos hablando de 1.200 familias que viven en un área aislada en la zona de Camino Repetto. Allí había un barrio más antiguo 
que era el "Capra" viejo detrás del cual se fueron desarrollando el "Nuevo Capra", el "Nuevo Rumbos" y otro cuyo nombre no 
recuerdo. Sin duda, si los señores Senadores fueran a ver ese barrio, creo que tendrían la misma impresión que recibimos 
nosotros, es decir, la de que no se trata de un asentamiento sino de un barrio de gente modesta, obrera, de ingresos bajos. 


Ahora bien, cada uno de estos barrios tiene su problemática. Por ejemplo, el barrio "El Monarca" tiene el problema de que forma 
parte de la cartera del Banco de la República. Ese barrio se encuentra en un terreno que fue comprado y pasó a ser propiedad 
privada en una fracción rural que se fue transformando en un lote. Quiere decir que en este último caso hay propiedad de la tierra y 
no existe un fraccionamiento formal. De todos modos, allí hay un fraccionamiento informal que es bastante razonable ya que, por lo 
menos, uno no encuentra predios enclavados. En definitiva, se trata de un barrio que a lo largo de estos años hemos visto 
progresar, ya que comenzó con construcciones de costaneros, luego las paredes se hicieron de bloques, el techo, que en un 
principio fue liviano, pasó a ser de planchada y, al cabo de los años se integró una casa que podríamos definir como formal, aunque 
con una gran inseguridad jurídica en cuanto a la situación del terreno en que se edificó. 


SEÑORA ARISMENDI.- En lo personal conozco los barrios que se han mencionado y, en ese sentido, quisiera saber si se ha 
logrado modificar de alguna manera los elementos vinculados al PIAI. Sin duda, este tipo de situaciones se dan en todo el país y 
particularmente en Montevideo; concretamente, me refiero al hecho de que el terreno no cumple con los requisitos exigidos. El 
señor Ministro ha señalado que hay dificultades con respecto a la propiedad y, al respecto, hemos entendido que, salvo que haya 
habido algún cambio, para que una construcción se pueda regularizar tiene que estar ubicada sobre terrenos municipales o del 
Estado. Esta es la información a la que hemos accedido, incluso, a través de la página que fuimos inducidos a consultar, la cual 
contiene todas las cláusulas que es necesario cumplir para poder regularizar. 


SEÑOR MINISTRO.- Quizás no se entendió bien lo que intenté decir ya que simplemente estaba haciendo referencia al 
conocimiento que tengo de esos barrios. Quiero aclarar que ellos no integran, en la actualidad, el PIAl. El señor Presidente 
preguntó si nosotros sabíamos si esos barrios estaban en proceso de trámite ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en otro programa que, según creo, es de normalización. 


Por otra parte, creo que en este tema es necesario tener una gran dosis de pragmatismo, de buena voluntad, y la capacidad de 
darnos cuenta de que hay que hacer dos cosas en forma simultánea. Me refiero, por un lado, a que es necesario generar ofertas de 
tierra porque, en caso contrario, este problema se va a repetir indefinidamente. Al mismo tiempo, al generar una oferta de tierra, 
vamos a poder pedir -tal como he dicho en la última reunión que mantuvimos- al Poder Judicial, por ejemplo, que lleve a cabo los 
desalojos, o a la Policía que actúe efectivamente. En realidad, el problema es que una de las opciones que tenemos es la del deber 
ser, ya que es muy fácil decir: "Esto es una propiedad privada y corresponde aplicar la ley", es decir que se lleve a cabo el desalojo 
por apropiación indebida. De ese modo, se estarían poniendo en práctica los instrumentos que la sociedad formal tiene para estos 
casos. 


Sin embargo, me parece que la forma de resolver esta problemática es asumir la realidad. No podemos ponernos en el mundo del 
poder ser sino en el del ser, es decir, tratando de evolucionar del primero al segundo. Para eso es preciso generar tierra, por un 
lado, para que la gente no se vea obligada o sea objeto de abuso -porque ya a esta altura se produce todo tipo de situaciones- y, 
por otro, tratar de resolver las situaciones que ya están creadas y para las que es preciso llevar a cabo una regularización. 
Asimismo, no debemos pedir que esa regularización cumpla con las mismas condiciones de una casa construida en Carrasco, 
porque si lo hacemos no lo vamos a lograr. 


Al respecto, voy a contar el caso de un proyecto que en este momento tengo terminado; concretamente, me refiero al barrio 
siguiente al "Nuevo Amanecer", que se llama "Villa Ferré". Este es un barrio situado donde está la empresa "Colgate" y el lugar de 
referencia es un campo que en su momento se compró y cuyo fraccionamiento lo hizo un ingeniero agrimensor. Lo cierto es que es 
tan formal, que a esta altura la Intendencia le ha hecho el saneamiento, porque la vialidad se la hicimos nosotros. ¿Cuál es la 
situación dominial que tiene ese barrio? Es una propiedad común, una sociedad anónima en la que cada uno de sus integrantes 
tiene una acción, que son tantas como solares hay. Si los señores Senadores lo visitan, van a decir que es un barrio, no un 
asentamiento. 


¿Cuál es la situación de esas personas? Su problema consiste en regularizar la propiedad, porque el que quiere hacer una 
tradición lo que puede vender es la acción, quien tiene una sucesión lo que en realidad tiene es la acción, y ésta es de quien la 
tenga. Como el barrio ya tiene alrededor de quince años, se genera un grave problema. Esas personas son propietarias de la tierra, 
el fraccionamiento es correcto y las calles han sido aprobadas por la Intendencia. Los trámites que exige la Intendencia son: 
fraccionamiento, alineamiento, vialidad y saneamiento. Si se llegó a la etapa de saneamiento -se hizo la obra- ello significa que 
todos los pasos anteriores fueron dados. 


Entonces, la cuota de pragmatismo es decir que vamos a autorizar el fraccionamiento y cambiar la acción de cada uno de estos 
señores por el título de propiedad. Eso es muy sencillo y ha sido conversado con el arquitecto Villarmarzo varias veces, pero la 
verdad es que todavía no lo hemos podido lograr. No cabe duda alguna de que esa es la forma más lógica de hacerlo, dando así 
seguridad jurídica para guiarse, a partir de ese momento, por las normas generales que la sociedad se ha dado. 


¿Cuál es el planteamiento? Que la sociedad por acciones entregue al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente las acciones, traspasándole la propiedad, para que éste, a su vez, vuelva a traspasarle a los actuales propietarios el título 
de propiedad. Eso es lo que demuestra la falta de pragmatismo, porque resulta que alguien hoy es propietario de una acción y debe 
desprenderse de ella para darla al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a fin de que después le 
entreguen el título de propiedad. Es así como empieza una lógica situación de desconfianza. El pragmatismo sería reconocer el 
fraccionamiento y aceptar que la sociedad anónima haga la tradición con cada uno de los señores que son los titulares de las 
acciones. Con pragmatismo se arregla rápidamente. 


SEÑOR VIRGILI.- Creo que este es un tema de emergencia nacional y hay que mirarlo desde ese punto de vista, obviando una 
cantidad de dificultades que en otro caso no habría que obviar. No queramos todo lo perfecto; pero solucionemos este problema 
que atañe a toda la ciudadanía. Entiendo que si uno puede munir a esas personas de su escritura, ellas van a pagar la Contribución 
Inmobiliaria y van a ser propietarios de un bien. Ello les permitirá, por ejemplo, solicitar documentadamente un préstamo al banco, 
si lo necesita. En una palabra, es dueño legal de aquello que posee y no hay que poner tantos inconvenientes. Se sabe que quien 
se fue a vivir allí lo hizo porque las circunstancias lo obligaron, más allá de que alguno lo haya hecho porque quería. 


Me parece que este problema se resuelve -como dije recién- poniendo buena voluntad y obviando dificultades. Sé que hay en 
Montevideo una zona rural en la que no se puede edificar, pero si la construcción ya está, es un hecho. ¿Qué van a hacer? 
¿Eliminar el barrio? ¿El señor Ministro cree que van a ir con la niveladora a demolerlo? Hay que ser muy práctico en esto; aquí no 
es cuestión de ver a Fulano, a Mengano o a Zutano. El Gobierno tendrá que tomar alguna medida. Comprendo que es muy difícil, 
pero de alguna forma hay que hacerlo. 


Sé que hay barrios como "Santa María" y "Santa Teresita", en los que muchas personas han fraccionado como si hubieran 
comprado el terreno. No han levantado una sola casa por donde pasaría una calle. Claro que ese terreno fraccionado no es de su 
propiedad, por lo que hay que regularizar su situación para que sí lo sea. Esas construcciones no las van a derribar. Tendrán que 
pagar su Contribución Inmobiliaria, tendrán sus documentos y deberán escriturar con un escribano. Lo que hemos visto es que 
esas personas después le ponen a la casa el techo de cemento, arreglan las puertas, etcétera; es decir que prácticamente se van 
arreglando solas. Por eso creo que su situación debe legalizarse. 


Debo expresar que cuando se trata de la Intendencia, he visto que muchos terrenos han sido donados. El terreno de la Iglesia de 
Nueva Esperanza se ha ido encareciendo porque se han construido lindas casas, las que de pronto tienen un valor mucho más alto 
que el de aquel. Creo que Jiménez de Aréchaga estaba administrando esos bienes que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente iba a adquirir para destinarlos a personas que los necesitaran. Es, por cierto, una tarea engorrosa, pero 
causa satisfacción porque a través de ella se hace posible que mucha gente tenga su techo, que ha de ser lo más importante. 
Reitero que, a mi juicio, con buena voluntad se puede hacer. Es una emergencia y como tal hay que tomarla. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un tema muy amplio y muy heterogéneo. Me animaría a decir que dentro de ese universo, el 90% de los 
casos es pasible de regularización y posiblemente el 10% restante no lo es, debido a distintas razones. Por ejemplo, hay 
asentamientos en zonas inundables, por lo que su situación no será regularizada. Para atender esos casos hay que tener oferta de 
tierra paralela a fin de que la gente pueda reubicarse; pero tampoco es cuestión de generar una oferta de tierra sin considerar el 
lugar geográfico, porque las personas tienen sus hábitos, sus relaciones, sus trabajos, sus medios de transporte y demás. Por lo 
tanto debemos pensar permanentemente en una distribución geográfica que no genere exilios internos dentro de la ciudad. 


Hay otras situaciones cuya regularización no es sencilla. Me refiero a aquellos casos en los que ha habido ocupación violentando 
un derecho auténtico, es decir, donde existió una usurpación. Alguien puede formular un reclamo judicial y hacer valer sus derechos 
de propietario, declarándose la usurpación en caso de que lo denuncie en las primeras 48 horas de realizada la ocupación, o el 
desalojo en caso de que haya transcurrido un lapso mayor. 


Estas situaciones son más difíciles, pero el universo de ese 10% podemos dejarlo para otra instancia y resolver el 90% restante. Al 
mismo tiempo, "a Dios rogando y con el mazo dando", podemos ir generando lotes para que ese 10% de situaciones complejas de 
resolver tengan una alternativa. Por eso, considero que se necesita una alta dosis de pragmatismo y de buena voluntad. 


Este no es un tema político, ni político-partidario, como así tampoco partidario; no se trata de ver quién tiene la paternidad de este 
asunto. Este es un tema Político con mayúscula. Por lo tanto, debemos tratar de poner toda la voluntad para resolverlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber efectivamente -y pido disculpas, pero no comprendí bien- cuáles son los objetivos 
específicos del programa. Además, desearía conocer cuáles son las inversiones directas y en qué consisten los pasos prácticos del 
programa en cuanto al asentamiento. Tengo entendido que hay un Programa de Desarrollo Barrial y otro de Regularización de 
Asentamientos, pero me pregunto si esto sirve, específicamente, para el objetivo de avanzar en el marco de lo que significa la 
realidad que tenemos de asentamientos irregulares. 


Por otra parte, quisiera saber qué acción tenemos, por ejemplo, para los asentamientos irregulares en terrenos inundables, en 
virtud de la previsión de los realojos y de las dificultades a que nos enfrentamos porque hay que tener tierras. Como recién 
expresaba con acierto el señor Ministro, también se trata de un problema de oferta de tierras para canalizar la regularización de 
estos barrios. 


SEÑORA ARISMENDI.- Comparto la idea de que este no es un problema partidario ni sectorial -aunque no creo que hoy el señor 
Ministro lo haya practicado mucho- y de que debemos encontrar las mejores soluciones, entre otras cosas porque coincidíamos en 
la visita anterior en que es demasiado dinero como para que no resuelva los problemas reales que tenemos. Sin duda existe una 
serie de asentamientos que habrá que regularizar y, desde mi punto de vista, el programa cuenta con un porcentaje muy bajo para 
los posibles realojos. En todo el país -y también en Montevideo, por las razones que el propio señor Ministro explicaba- hay un 
número importantísimo de casos. 


El sábado pasado estuve en un barrio de Canelones participando de una actividad, y constaté que este barrio está ubicado en torno 
al arroyo, el cual está contaminado y, además, sigue creciendo y se desborda. En este caso no se trata de regularizar, sino que 
tienen que irse. He participado en muchas oportunidades de realojos que me han parecido muy interesantes y aprendí mucho, 
porque se tienen en cuenta varios aspectos como, por ejemplo, la escuela a la que van los niños, el trabajo de las familias, la 
existencia de una comunidad que de una manera u otra se ha conformado, etcétera. 


También he visto salidas de otro tipo. El viernes estuve en Fray Bentos y el señor Intendente me contaba que se están 
construyendo casas en las que reparte una pieza por familia, con un baño y duchas con agua caliente afuera. En una conversación 
informal, gente que estaba allí comentaba las dificultades que eso traía aparejado, pero el señor Intendente nos decía que no tenía 
posibilidad de hacer otra cosa con el dinero que contaba. Reconocemos el esfuerzo que se está haciendo por tratar de resolver la 
situación, pero se trata -por decirlo de alguna manera- de conventillos de segunda generación, aunque para aquellas personas que 
viven en un ranchito puede ser una solución el hecho de que le den una pieza. 


Entonces -y vinculado a lo que expresaba el señor Presidente- además de todas las dificultades que tenemos, que hay que resolver 
-y comparto que sean las más posibles- habrá que hacer normas si no existen y modificar otras que tal como están no nos permiten 
resolver los problemas. 


El caso del barrio "El Tobogán", en Montevideo, aunque no debió estar ahí y se convirtió en una larga historia, hace pocos días los 
vecinos recibieron una gran alegría cuando resolvieron problemas muy serios. 


El problema fundamental que tenemos es el de las viviendas. En otra conversación que tuvimos en esta Comisión, el señor Ministro 
hablaba de lotes con servicios o de la posibilidad de realojar dignamente y, de pronto, de que la propia gente construyera, lo que 
genera otra relación con su vivienda. Es decir que hay muchos elementos planteados, pero como decía el señor Senador Virgili, 
tenemos urgencias. 


Nos preocupa el hecho de que hay una gran cantidad de dinero que debería tener otras facilidades para resolver más problemas, y 
que no es así por las propias estipulaciones del contrato con el Banco Interamericano de Desarrollo. Por eso la intención de la 
concurrencia conjunta, porque el PIAI tiene la misión de resolver lo que está en el proyecto y no otra cosa, y yo me pregunto qué 
otras posibilidades tiene el Ministerio, teniendo en cuenta los recortes, los topes y las no ejecuciones. Lo mismo ocurre con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Con ese dinero, ¿no podemos hacer más cosas que esas que 
allí están escritas? Lo pregunto con el mismo pragmatismo que planteó el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- El programa tiene planteado una cantidad de barrios que, como recién señalé, para el año 2002 supera en 
varios millones de dólares lo previsto. Por lo tanto, ya en estos barrios está el destino para esos fondos. 


Con relación al tema de realojos debo decir que, efectivamente, el programa tiene una limitación en cuanto al número de realojos 
que éste financia. En alguno de estos barrios, el excedente de lo que permite el programa lo atenderá el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con sus recursos propios. O sea que no es que ese límite sea absoluto, sino que el 
coejecutor puede aumentar la cantidad que destine. Por ejemplo, creo que en el barrio "Nueva España" la cantidad de realojos es 
superior a lo que el programa permite; esa diferencia la atiende el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente con su propio presupuesto, con soluciones habitacionales como Núcleos Básicos Evolutivos, lo que permiten que todo 
ese barrio se regularice. 


Como Ministro de Transporte y Obras Públicas, creo que no me corresponde hablar sobre el tema de la vivienda, por lo que 
considero que sería oportuno que conversaran con el Ministro del ramo. 


Una pregunta que uno se haría naturalmente es por qué el Ministro de Transporte y Obras Públicas participa en este programa. 
Esto es así porque, desde hace cinco o seis años, este Ministerio viene haciendo la parte de la infraestructura de los barrios, como 
por ejemplo calles, ayuda a OSE en la instalación de agua potable, ayuda a UTE para el parado de columnas a fin de brindar el 
servicio de energía eléctrica, etcétera. O sea que se encarga de los elementos básicos. En fin, se ha trabajado en los cauces de 
agua para mejorar las condiciones de drenaje y realizado distintas actuaciones. 


Además, uno de los componentes importantes que tiene este programa es la infraestructura barrial, se trate de vialidad, de una 
solución sanitaria para el saneamiento o de distintos tipos de equipamiento -porque hay guarderías, policlínicas y áreas de 
recreación- es decir, elementos de integración con el resto del barrio, de forma tal de que quien vive en la ciudad formal no sienta 
que el que vive en la ciudad informal tiene mejores condiciones de servicios. Por lo tanto, determinadas líneas de saneamiento no 
sólo lograrán una solución para el barrio en cuestión, sino que además representan la oportunidad de que el resto de la barriada 
tenga saneamiento. Lo mismo ocurre con la vialidad donde, tal vez, la calle para acceder a determinado barrio también represente 
el acceso a otros barrios vecinos. Por tanto, el hecho de que se mejore la calidad de la calle -esto forma parte de los elementos de 
integración- es importante para los demás vecinos. 


De todos modos, creo que a este programa no le podemos pedir más que lo que tiene previsto, y está claro que la magnitud del 
problema es mucho mayor que los recursos con que contamos. También está claro que cuanto más rápido avancemos en este 
programa, más soluciones lograremos, y tendremos entonces la posibilidad de habilitar otros programas. El año pasado, cuando 
hubo dificultades al inicio del programa, el señor Presidente comentó que debíamos concretar lo que teníamos, y al respecto creo 
que todos debemos poner buena voluntad. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene dentro de su presupuesto una parte destinada a lotes 
con servicios, y si bien en el presupuesto de mi Cartera no la hay, sí contamos con maquinaria y con personal especializado que se 
podría disponer para ayudar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por ejemplo, tenemos 
agrimensores, y se podrían hacer fraccionamientos. También podríamos ocuparnos de la vialidad, de ayudar a OSE en la 
instalación de la red básica de agua, o a UTE en la instalación de servicios de energía eléctrica, o colaborar con los Gobiernos 
Departamentales. Todos estos son elementos que podríamos estar aportando. 


Sin embargo, pienso que el tema radica en que todos nos pongamos a soplar para el mismo lado, a fin de resolver un problema de 
la sociedad que no es tan difícil. Considero que se debe aprender mucho de esos barrios y de la gente que allí vive; por ejemplo, 
hay que aprender cómo una barraca se vuelve el verdadero "Banco Hipotecario" de los asentamientos. Es más; uno podría tener 
ciertas reservas sobre la calidad de la construcción, y tal vez en algún caso pueda ser cierto, pero la verdad es que una gran parte 
de los habitantes de esos barrios son trabajadores de la construcción que, por tanto, tienen idoneidad en esa materia, y uno puede 
ver, entonces, que los encofrados están bien hechos, que las paredes están bien levantadas y que los plomos, a veces, están 
mejor que en algún apartamento de la ciudad formal. Insisto en que este tema debemos encararlo con pragmatismo. 


Creo que en la última reunión hice algún comentario sobre el tema de las regularizaciones. ¿Cuánto cuesta la regularización a una 
persona que construye su casa? La construcción de la vivienda le lleva entre U$S 2.600 y U$S 3.000 de materiales y, 
probablemente, la mano de obra no tenga costo porque la realiza la persona misma que va a vivir en esa casa o la familia. Por 
tanto, estaríamos hablando de unos U$S 3.000, y el mecanismo para obtenerlos es a través de ese "Banco Hipotecario" -entre 
comillas- que es la barraca. Sin embargo, solamente la regularización del terreno hecha a posteriori andaría en el orden de lo que 
cuestan los materiales, y la regularización arquitectónica, que es mucho más compleja porque implica el relevamiento del inmueble, 
las calidades de la construcción, la superficie, el plano, etcétera, por lo general, saldría bastante más que la regularización de la 


mensura. Quiere decir que para llevar a cabo la regularización se va a terminar pagando unos U$S 6.000, siendo que los 
materiales para construir la vivienda costaron U$S 3.000. Es decir que hay algo que no cierra, y por eso se insiste sobre el tema. 


Debemos tratar de que las cosas nazcan bien -por eso el programa de lotes con servicios- y de viabilizar lo que ha nacido con 
dificultades. Asimismo, todos debemos saber que hay un conjunto, que hoy se mencionó, que no será posible regularizar, por lo 
que habrá que buscar una solución alternativa. 


Ese sería, más o menos, el planteamiento; hay mecanismos y hay previsiones. Además, este tema que se generó a lo largo de 
quince años, no lo vamos a resolver en un período de Gobierno. De todos modos, esperamos que con empeño y buena voluntad 
en diez o quince años podamos dejarlo regularizado. 


SEÑOR VIRGILI.- Agradezco muchísimo la presencia del señor Ministro y de sus asesores, y pido disculpas porque tengo que 
retirarme. 


SEÑORA REY.- Con la intención de contestar la interrogante planteada y ampliando lo dicho por el señor Ministro, debo decir que 
esa pregunta apunta precisamente a lo que es el objetivo del programa: lograr una mejor calidad de vida y una integración de la 
gente que vive en los asentamientos al medio o circuito formal de la ciudad. De ahí, tal vez, la respuesta a algunas otras de las 
preguntas que plantearon el señor Presidente y la Senadora Arismendi, como el tema de los realojos. La respuesta a eso sería que 
el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares, como su nombre lo indica -y acabo de expresar su objetivo- es de 
integración, pero no es un programa de vivienda. Acá no se trata de trasladar los asentamientos a otro lugar, sino de dejarlos en su 
hábitat. Podemos decir que el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares es de hábitat social, de creación de 
ciudadanía, y quizás a veces existe el error de creer que se trata de un programa de vivienda, cuando no lo es. 


En cuanto a la preocupación de los integrantes de la Comisión sobre los realojos, la situación que tenemos al día de hoy, con 
veintinueve nuevos proyectos aprobados y ya trabajando concretamente en la realización del proyecto ejecutivo para cada uno de 
esos veintinueve barrios diferentes en todo el país, es que no se plantean los problemas ni las dificultades que los señores 
Senadores acaban de manifestar con respecto a ese tema concreto. De esos veintinueve casos, hay una pequeñísima proporción 
de realojos costeados por el coejecutor. Se trata solamente de dos únicas situaciones en las que se está superando el porcentaje 
de que disponen, en forma conjunta, el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para los realojos. Reitero que tenemos veintinueve casos y sólo se plantean dos 
realojos: por un lado, de entre 149 hogares, sólo dos correrán por cuenta del coejecutor y, por otro, habrá diecisiete, pero hasta 
ahora no se da esa situación. 


En cuanto a las dificultades, sé que los señores Senadores conocen el Programa; en otra visita que hemos realizado a esta 
Comisión, hemos tenido oportunidad de comentar en qué consiste y han accedido a los documentos. Creo que la herramienta que 
hoy tenemos aprobada y el mecanismo con el que contamos para solucionar y regularizar parte del problema de los uruguayos, 
están contenidos en el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares. Por supuesto que este Programa no va a solucionar 
todos los problemas de los ciudadanos uruguayos que tienen alguna dificultad con respecto a su vivienda o a su propiedad; 
tampoco vamos a encontrar respuestas con un solo programa o en pocos meses o años. Comparto lo que se ha dicho en esta 
reunión en cuanto a que es una tarea que tenemos que hacer entre todos; me refiero a los distintos Poderes del Estado, las 
empresas públicas, la sociedad civil e, inclusive, los beneficiarios directos, que son una parte muy importante en este proyecto y 
participan activamente en él. De esta forma vamos a lograr mejorar la calidad de vida y llegar a la integración, que es el objetivo del 
Programa. 


En lo que tiene que ver con la mejora de la vivienda, concretamente existe un convenio que se va a suscribir en estos días con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, luego de varios estudios y algunos ajustes, con el CREDIMAT, 
Crédito de Materiales. Aspiramos a que esta gente mejore su hábitat a través de los trabajos viales, el drenaje de aguas pluviales, 
el saneamiento, es decir, toda la parte de vialidad y arquitectura que se pueda conseguir para el barrio, a lo que agregamos el 
trabajo social que se hace en los distintos barrios con los diversos integrantes. 


En este sentido cabe acotar que el Programa focaliza los temas en los menores, los adolescentes y las mujeres, que son los 
principales perjudicados en estos casos particulares que tienen que ver con los asentamientos de los que hablamos. Por suerte, 
desde la última visita que hicimos a esta Comisión -el día 30 de junio- hasta hoy, se ha avanzado mucho, aunque no lo deseado, 
porque aspiramos a que todo suceda mucho más rápido, pero es importante señalar y recordar que se trata de un programa a 
demanda. Esto quiere decir que el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares no es el que selecciona o elige los 
asentamientos a regularizar, sino que lo hacen los veinticinco coejecutores que lo integran, quienes además, no actúan de forma 
solitaria, porque también se requieren las aprobaciones necesarias de las Juntas Departamentales correspondientes. 


Puedo afirmar que, en algunos casos, el enlentecimiento en la ejecución de este programa se debe a esas causas. La propia Ley 
de Presupuesto señala en uno de sus artículos -que fue votado por unanimidad- que, previo al convenio de participación, se 
requiere la aprobación de la Junta Departamental para que el Intendente correspondiente pueda suscribir el convenio de 
participación. Desde nuestra última visita a este ámbito se ha firmado algún nuevo convenio de participación, pero a pesar de ello 
seguimos trancados -esa es la verdadera expresión- en la aprobación correspondiente, lo que impide que los Intendentes puedan 
suscribir dichos convenios con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Concretamente, no cuentan con la autorización que la 
Junta Departamental debe otorgar a las respectivas Intendencias, que no vale la pena mencionar aquí individualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con franqueza, y dada mi experiencia anterior, a veces tengo muchísimas dudas con respecto a cómo el 
país termina contratando este tipo de préstamos con el Banco Interamericano de Desarrollo, a la luz de los préstamos que incluso 
los Gobiernos Departamentales ejecutaban con la participación del propio Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Es sabido que 
hay que salvar una cantidad de vallas para aproximarnos al convenio final de un préstamo de esta naturaleza y, como es obvio, 
muchas veces el país toma para sí un conjunto de exigencias que pone el propio Banco Interamericano de Desarrollo. 


Como se ha dicho aquí, estamos hablando de un proyecto de aproximadamente U$S 110:000.000, por lo que quisiera saber qué 
monto corresponde a la inversión directa, qué monto está vinculado al desarrollo social del barrio y qué suma está destinada a las 
consultorías y a todo lo que significa la gestión de este tipo de préstamos. Reitero que no estoy atribuyendo responsabilidades, 
porque me consta cómo se va procesando esto y las tremendas dificultades por las que pasa el país para terminar celebrando un 


contrato de préstamo de esta naturaleza; muchas veces tomamos obligaciones que son exigencias del propio Banco 
Interamericano de Desarrollo para después poder disponer de su ejecución. En definitiva y en términos generales, todo termina 
llegando a la gente, pero la interrogante es cuánto de inversión directa efectivamente llega y cuánto queda por el camino en el 
famoso interregno de las consultorías, los programas, la asistencia y todo lo que habla del mejoramiento social. 


A mi juicio, el tema pasa por atacar otras causas que conocemos muy bien, porque muchas veces estamos atacando la cáscara del 
problema y no las causas profundas. Ha sucedido, por ejemplo, en algunos asentamientos marginales del interior, que se da un 
barrio entero terminado a esta gente, y al hacer un análisis luego de seis meses o un año, se comprueba que faltan las puertas o 
las ventanas porque las vendieron, y la arpillera termina haciendo de puerta. Es algo que se ve todos los días, porque es una 
realidad social que impacta, pero quería mencionar algo al respecto con el propósito de contribuir a este intercambio de ideas. 


No se trata de sacar ningún tipo de ventaja, sino de ver cómo podemos enfocar este tema para poder dirigirlo de la manera más 
acertada posible. No olvidemos que en muchos casos estamos hablando de montos altísimos. 


SEÑORA REY.- En cuanto a las dificultades de que hablaba a nivel de la Junta Departamental y demás, deseo aclarar que esa no 
es una exigencia del Banco Interamericano de Desarrollo, sino que esos problemas, objeciones o trámites engorrosos se deben a 
la legislación nacional. 


SEÑOR MINISTRO..- Con relación a la pregunta que hacía el señor Presidente, quiero decir que fue una de las preocupaciones que 
tuvo el Comité Ejecutivo del Programa. Hemos visto muchos proyectos en América, en donde los porcentajes que representaban 
los servicios periféricos -y también tuvimos algún proyecto en el Uruguay, en el pasado- eran muy altos, del orden del 30% o del 
40% del total de lo que sería el gasto físico. Normalmente, un préstamo tiene dos componentes, uno de los cuales lo constituyen 
los servicios de tipo financiero. Eso lo dejamos de lado porque forma parte de las propias características del préstamo, y sólo nos 
quedamos con los desembolsos reales para obras o servicios. 


Esa fue una norma de conducta que se ha autoimpuesto el Programa con los miembros del Comité Ejecutivo, a fin de que no se 
superaran determinados parámetros. En la actualidad, el 85% es inversión directa, esto es, realización de obras. En el 15% 
restante hay una serie de elementos que constituyen gastos y honorarios. Dentro de ellos, hay algunos que deberíamos asumir 
como formando parte de la inversión directa, como ser el proyecto ejecutivo del Banco. Es difícil hacer una obra si no hay un 
proyecto ejecutivo. Asimismo, de ese 15%, la mitad, el 7,5%, también va incorporado al proyecto de la mejora del barrio. Por su 
parte, la dirección de obra representa el 3,5%. Naturalmente, es importante que exista la dirección para que la obra se lleve de 
acuerdo con las características planteadas. Por su parte, el proyecto de desarrollo barrial alcanza al 4,5%, que es donde podrían 
estar las preocupaciones a que hacía mención el señor Presidente. 


En definitiva, hemos tratado de ser muy cuidadosos en la maximización de lo que sean beneficios tangibles, directos, para los 
beneficiarios. En alguna oportunidad he hecho referencia a este tema en atención a otros proyectos, pero no a éste. Esa ha sido 
una norma de conducta que nos autoimpusimos, como también lo hicimos, por ejemplo, en lo que tiene que ver con la inversión por 
hogar, a fin de no hacer una inversión desmedida. Nos hemos planteado un máximo de U$S 7.000 por hogar beneficiario. Si 
tomamos en cuenta los valores a los que referí anteriormente, veremos que son el doble de lo que la persona invirtió. Una inversión 
desmedida sería si habláramos del orden de los U$S 14.000 o U$S 20.000 por hogar, en cuyo caso sería equivalente a hacer la 
edificación nueva. Repito que esta es una norma que nos autoimpusimos y no se trata de una exigencia del Banco. Apuntamos a 
no perder la racionalidad de las decisiones. 


Comparto lo manifestado por el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que muchas veces, en la formulación de los 
proyectos, uno debe avenirse a normas que realmente no comparte. En las múltiples negociaciones que hemos tenido con el 
Banco Interamericano de Desarrollo y con el Banco Mundial hemos manifestado nuestras discrepancias -las que forman parte de 
las adendas a los contratos- con relación a la inhibición de contratación de funcionarios públicos en servicios que estén vinculados 
con esos préstamos. Es una de las protestas que hemos planteado porque, en la medida en que ese funcionario no tenga nada que 
ver con el proceso licitatorio, nos preguntamos qué es lo que inhibe a un empleado municipal a trabajar en un proyecto que lleve 
adelante la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Incluso, creemos que eso es violatorio de la libertad de trabajo. Repito, ha sido 
una de las protestas que hemos establecido, así como otras relativas a la fijación de los procedimientos de contratación. 


En materia de consultorías, en el Uruguay siempre hemos defendido dos conceptos, más allá de que se trate del Gobierno 
Nacional o Departamental. Cuando tenemos objetos de licitación concretos que están muy definidos, la variable por la que se juzga 
es el precio. Cuando no es así, se hace una ponderación de calidad y precio. Sin embargo, el Banco Interamericano de Desarrollo y 
el Banco Mundial tienen como norma regular de contratación de esos servicios un sistema por el cual primero se evalúa 
técnicamente, se hace un "ranking" de prioridades técnicas, para luego negociar con quien saca el mejor puntaje. Si el precio es 
satisfactorio, se contrata o, de lo contrario, se pasa a negociar con el siguiente. A mi juicio, con todo ello se agrega una falta de 
transparencia al procedimiento, tema que también hemos dejado como protesta en los distintos contratos de préstamos que hemos 
firmado. Naturalmente, podría enumerar una cantidad de otras normas que comprendemos que tal vez tengan su validez para 
determinadas realidades y que el Banco una vez que se encorseta en ellas, luego le resulta muy difícil salir. 


Con relación al momento de la formulación, debemos decir que si las experiencias de lotes con servicio fueron malas para el Banco 
en otras partes del mundo, tuvo la oportunidad de haber incorporado ese componente en este proyecto para obtener una buena 
experiencia. Creo que el Uruguay se ha caracterizado, precisamente, por ser un buen campo para experimentar nuevas cosas, por 
una cantidad de circunstancias que van desde la educación hasta la ética. En definitiva, pienso que podríamos tener un trato 
distinto al que tenemos en esas negociaciones. 


SEÑOR RIESGO.- Quisiera formular tres preguntas, una al señor Ministro y las restantes a la doctora Rey, para dejar de lado 
algunas confusiones. 


En primer lugar, si no entendí mal, en este plan estamos hablando de que más del 90% del monto total va en directo beneficio de 
las personas de los asentamientos, por no decir más del 95%. 


Por otro lado, entendí que la doctora Rey dijo que el problema estaba dado a veces por las Juntas, por una norma que se había 
hecho en esta Casa. De ser así, ¿considera del caso que esta Comisión estudie nuevamente esa norma para solucionar, de pronto, 


un problema a los Intendentes, para no obligarlos a perder tiempo en la Junta y que ellos lo puedan hacer por un trámite directo? 


Mi tercera inquietud refiere a un caso concreto de Rivera, en el barrio "Sacrificio", donde la obra está parada, lo cual también fue 
hablado en esta Comisión. Quisiéramos saber la razón de dicha situación y cuándo sería reiniciada. 


SEÑORA REY.- Quiero decir que, ampliando las cifras que brindó el señor Ministro, el porcentaje a que se hizo referencia no es 
estimado ni estimativo, sino que son cifras ciertas y concretas de proyectos ejecutivos realizados y precios de licitaciones por obras. 


En cuanto a las preguntas que realizó el señor Senador Riesgo, efectivamente los beneficios llegan en esas proporciones 
directamente a la gente. Con respecto a la norma a la que me referí de la Ley de Presupuesto, cabe aclarar que la intervención de 
la Junta Departamental es preceptiva, anterior o posterior, pero siempre va a tener que haber intervención. La norma que votó el 
Parlamento se dictó para agilitar los procedimientos, o sea que la considero correcta y no me parece que haya que reverla. 
Simplemente, realicé un comentario acerca de los trámites que tal vez los señores Senadores puedan desconocer, pero es 
importante que lo sepan. Esto nos sucede en diecinueve coejecutores. 


SEÑOR RIESGO..- Imagino que los otros dos, que no tienen Junta, serán los Directores del caso. 


SEÑORA REY.- Sí, pero a pesar de los otros dos Ministerios se requieren también las aprobaciones de las Juntas. Por ese motivo 
los proyectos de la muestra, de los cuatro que existen de Montevideo requirieron, no solamente la aprobación de la Junta, sino 
también de la Intendencia Municipal de Montevideo, ya que en algún caso esos asentamientos estaban en zonas que, tal como 
expresó hace unos momentos el señor Ministro, ameritaron que se hiciera un Plan de Actualización Urbana (PAU), lo cual llevó 
varios años. Hay que tener en cuenta que estos proyectos fueron presentados en 1999 y también requirieron las correspondientes 
aprobaciones de la Junta Departamental, a pesar de haber sido presentados por ambos Ministerios. Por eso digo que la 
intervención es preceptiva en todos los casos. 


Ya que hice referencia a los proyectos de la muestra, quisiera aclarar que éstos, al día de hoy, concretamente en el asentamiento 
de "La Boyada", no cuentan con la aprobación de la Intendencia, por lo que no ha pasado aún a la Junta Departamental. Cuando 
esto sea aprobado por la Intendencia -concretamente, está a estudio de la oficina de saneamiento- luego deberá tener su trámite, 
también, en la Junta Departamental. 


En cuanto a la pregunta del barrio "Sacrificio", efectivamente se trata de un asentamiento de la ciudad de Rivera. En su oportunidad 
se hizo el llamado a licitación de las obras que se comenzaron a ejecutar a principio de este año a un ritmo bueno, ajustado al 
cronograma de obra -recuerdo que en el mes de junio cuando estuvimos aquí presentes todo iba bien- pero lamentablemente la 
empresa adjudicataria ha tenido distintos problemas que, por supuesto, no conocemos a fondo, aunque nos damos cuenta de que 
se trata de problemas económico-financieros. En definitiva, la obra está suspendida. 


Hace un tiempo, en uno de mis viajes a Rivera, el cual coincidió con que ese día se entregaban las viviendas de realojos a otro 
asentamiento llamado "Mandubí" -que también se está ejecutando en esa misma ciudad- tuvimos la oportunidad de labrar la 
primera acta notarial de clausura. En la obra se había puesto un cerco y estaba cerrada. Inmediatamente trasmitimos esa situación 
al coejecutor, es decir, a la Intendencia Municipal; lo hablamos con el señor Intendente y por su parte hicieron un seguimiento 
constatando que la obra no estaba ejecutándose, que allí se encontraba solamente un sereno, y a partir de ese momento 
comenzaron los trámites de rescisión. Dichos trámites ya están finalizados y concretamente nos encontramos en la etapa de 
adjudicación al segundo oferente de la licitación hecha en su oportunidad. Al respecto, el Intendente ya ha dictado resolución 
dejando sin efecto la primera licitación; se está recogiendo el consentimiento del segundo oferente, el cual en principio habría 
aceptado. Por lo tanto, ahora se deberá dictar resolución adjudicando la obra al segundo oferente en las mismas condiciones y con 
la misma oferta que se presentó en su oportunidad, en el primer llamado. Para ello se requiere la no objeción del BID y de la 
Unidad de Coordinación del Programa -esta última ya ha sido favorable- o sea que estamos en condiciones de reiniciar la obra en 
un porcentaje que, si bien no es demasiado importante, es considerable, y la queremos finalizar rápidamente. La semana pasada 
se realizó una inspección en la obra de parte del PIAI, sobre la cual se labró un acta, para ver exactamente en qué situación se 
encontraba la construcción y si había sufrido algún deterioro durante este tiempo. Felizmente, no se detectó ningún deterioro, por lo 
que estamos en condiciones de reanudar la obra apenas estén finalizados administrativamente los trámites, lo cual no va a 
demorar muchos días. 


Es importante ya dejar sentado en esta Comisión que la empresa adjudicataria ya lo había sido en otras licitaciones convocadas 
por el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares o, mejor dicho, por las Intendencias, por los coejecutores, que son los 
que hacen dichos llamados. Cabe aclarar que en otros dos departamentos también nos encontramos haciendo el mismo trámite de 
rescisión: uno es en el departamento de Salto, en el barrio "Fátima", mientras que el otro caso es en Durazno, en "Villa Guadalupe", 
donde recientemente se ha comenzado la obra, lo que implica que ha avanzado muy poco; ni siquiera se ha presentado un 
certificado. Por lo tanto, en las tres situaciones estamos en las mismas condiciones. 


Espero, de esta forma, haber respondido a las preguntas del señor Senador. 


SEÑORA ARISMENDI.- Antes de finalizar quisiera recordar que queríamos hacerle una encomienda al señor Ministro para otra 
oportunidad. 


En realidad, acordamos no introducir en el día de hoy otro tema porque posiblemente no nos iba a dar el tiempo para trabajar, pero 
quisiéramos coordinar una nueva sesión para hablar con el señor Ministro sobre el puerto de Fray Bentos y de la megaconcesión. 


SEÑOR MINISTRO.- No tendría inconvenientes, señora Senadora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos que tratar, agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y asesores. 


(Se levanta la sesión. Es la hora 16 y 5 minutos) 
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